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Jurisdicción Constitucional 

 

 
Demanda de Inconstitucionalidad 

Daniel Arturo Lombana Franceschi solicita que se 

declare inconstitucional la Resolución Nº71 de 

miércoles 4 de agosto de 2021 emitida por el 
Ministerio de la Presidencia, Gaceta Oficial 29357-B 

de viernes 20 de agosto de 2021. 

 
HONORABLE MAGISTRADO PRESIDENTE DE LA CORTE SUPREMA DE 
JUSTICIA DE LA REPÚBLICA DE PANAMÁ, E. S. D.: 
 

Quien suscribe, magíster DANIEL ARTURO LOMBANA FRANCESCHI, varón, 

panameño, mayor de edad, casado, cédula 8-797-2212, abogado, con domicilio en el distrito de 

Panamá, corregimiento de San Francisco, Coco del Mar, calle Los Fundadores, P.H. Las Olas, 

1B, lugar donde recibo notificaciones personales, actuando en mi propio nombre y 

representación, por este medio acudo al despacho judicial, a su digno cargo, con la finalidad de 

promover formal DEMANDA DE INCONSTITUCIONALIDAD en contra de la Resolución 

Nº71 de miércoles 4 de agosto de 2021, emitida por el Ministerio de la Presidencia, publicada en 

Gaceta Oficial 29357-B de viernes 20 de agosto de 2021.  
 

I. PRETENSIÓN: 
Solicitamos al Honorable Pleno de la Corte Suprema de Justicia que, mediante sentencia 

final, definitiva y obligatoria, DECLARE INCONSTITUCIONAL la Resolución Nº71 de 

miércoles 4 de agosto de 2021, emitida por el Ministerio de la Presidencia, publicada en Gaceta 

Oficial 29357-B de viernes 20 de agosto de 2021.  

Esta acción no pretende objetar el contenido de lo resuelto por el Ministro de la 

Presidencia, sino su competencia como fuente de derecho para emitirla. Deseamos se confronte 

su actuar con lo dispuesto en los artículo 194 y 199 y se emita una decisión en cuanto a 

competencia de funciones constitucionales.  

Como activador constitucional, consideramos que el Ministerio de la Presidencia es 

ilegítimo para emitir la resolución impugnada por carecer de competencia constitucional 

para ello y transgredir la competencia que corresponde al Presidente de la República y al 

Consejo de Gabinete conforme al diseño establecido en la Carta Magna. 
 

II. CONSIDERACIONES DE HECHO EN QUE SE FUNDAMENTA LA PRESENTE 

DEMANDA: 
 

Primero. El día viernes, 20 de agosto de 2021 se publicó en la Gaceta Oficial Nº29357-B la 

Resolución Nº71 de miércoles 4 de agosto de 2021, emitida por el Ministerio de la Presidencia,.  
 

Segundo. Mediante la mencionada resolución, el Ministro de la Presidencia resuelve declarar 

como información de acceso restringido las actas, notas, archivos y otros registros o constancias 

de las discusiones o actividades del Consejo de Gabinete, del presidente o vicepresidente de la 

República y del secretario del Consejo de Gabinete, con excepción de aquellas correspondientes 

a discusiones o actividades relacionadas con las aprobaciones de los contratos.  
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Tercero. Cita como fundamento de derecho el artículo 14 y el numeral 8 de ese artículo de 

la Ley 6 de 2002, que dicta normas para la transparencia en la gestión pública, establece la 

acción de Hábeas Data y dicta otras disposiciones; y el artículo 854 del Código Administrativo. 

 

III. TRANSCRIPCIÓN LITERAL DE LA RESOLUCIÓN ACUSADA DE 
INCONSTITUCIONAL: 
 

REPÚBLICA DE PANAMÁ 
MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA 

 
RESOLUCIÓN Nº71 

De 4 de agosto de 2021 
 

EL MINISTRO DE LA PRESIDENCIA 
En uso de sus facultades legales, 

 

CONSIDERANDO: 
 

Que de acuerdo con lo que dispone el artículo 14 de la Ley 6 de 2002, que dicta normas para la 
transparencia en la gestión pública, establece la acción de Hábeas Data y dicta otras 
disposiciones, la información que dicha Ley defina como de acceso restringido, no se podrá 
divulgar, por un periodo de diez años, contados a partir de su clasificación como tal, salvo que 
antes del cumplimiento del periodo de restricción dejen de existir las razones que justificaban 
su acceso restringido; 
 

Que el numeral 8 del citado artículo, determina que se considerarán de acceso restringido, 
cuando así sea declarado por el funcionario competente, las actas, notas, archivos y otros 
registros o constancias de las discusiones o del Consejo de Gabinete, del presidente o 
vicepresidentes de la República, con excepción de aquellas correspondientes a discusiones o 
actividades relacionadas con las aprobaciones de los contratos; 
 

Que, así mismo, el artículo 854 del Código Administrativo establece que el secretario de la 
Presidencia, hoy ministro de la Presidencia, es el secretario del Consejo de Gabinete y, como 
tal, llevará un libro de actas en el cual se dejará constancia de lo que ocurra en las sesiones del 
referido Consejo. 
 

RESUELVE: 
 
Artículo 1. Se declara como información de acceso restringido las actas, notas, archivos y otros 
registros o constancias de las discusiones o actividades del Consejo de Gabinete, del presidente 
o vicepresidentes de la República y del secretario del Consejo de Gabinete, con excepción de 
aquellas correspondientes a discusiones o actividades relacionadas con las aprobaciones de los 
contratos. 
 

Artículo 2. La presente resolución entrará a regir a partir de su promulgación. 
 

FUNDAMENTO DE DERECHO: Artículo 14 de la Ley 6 de 2002; artículo 854 del Código 
Administrativo. 
 

Dada en la ciudad de Panamá, a los 4 días del mes de agosto de dos mil veintiuno (2021) 
 

COMUNIQUESE Y CUMPLASE 
 
 

Fdo. 
JOSÉ GABRIEL CARRIZO JAÉN 

Ministro de la Presidencia. 
 
 
                     Fdo.  
CARLOS A. GARCÍA MOLINO 
 Viceministro de la Presidencia. 
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IV. DISPOSICIONES CONSTITUCIONALES INFRINGIDAS Y CONCEPTO DE LA 
INFRACCIÓN: 
 

Primero. Violación Directa por Comisión del Artículo 194 de la Constitución Política de 

la República de Panamá: 

 
Artículo 194. Los Ministros de Estado son los jefes de sus respectivos ramos y 
participan con el Presidente de la República en el ejercicio de sus funciones, de 
acuerdo con esta Constitución y la Ley. (El subrayado es propio) 

 
El proceder tomado por el Ministro de la Presidencia, al emitir la resolución impugnada, excede 

las facultades constitucionales conferidas a los Ministros de Estado, ya que se desmarca de la 

competencia adscrita a su ramo e invade el terreno de decisión del Presidente de la 

República y del Consejo de Gabinete, desnaturalizando su concepción jurídica. 

 

No existe en el texto fundamental ninguna posibilidad de que el Ministro de la Presidencia 
se adscriba decisiones por sobre las facultades del Presidente de la República ni del 

Consejo de Gabinete en pleno.  

 

El Ministro de la Presidencia, al iniciar su resolución, manifiesta actuar en uso de sus facultades 

legales, sin aludir a ningún fundamento constitucional que lo faculte para tal decisión. Dicha 

medida recae sobre las actas, notas, archivos y otros registros o constancias de las discusiones o 

actividades del Consejo de Gabinete, del presidente o vicepresidentes de la República y del 

secretario del Consejo de Gabinete.  

 

Es notorio que el actuar del Ministro entraña un exceso, al emitir una decisión que afecta 

información generada por el Presidente de la República, superior del Vicepresidente, y del 
Consejo de Gabinete, superior de su secretario. 

 

La resolución cuestionada tampoco invoca ningún tipo de fundamento por el cual se le 

hubiese delegado por parte del Presidente de la República ni del Consejo de Gabinete 

facultad alguna para realizar declaratorias de acceso restringido sobre sus actas, notas, 

archivos y otros registros o constancias de sus discusiones o actividades. 
 

El Ministerio de la Presidencia es un ente coordinador de todos los ministerios y un órgano de 

comunicación del Presidente de la República y del Consejo de Gabinete. Esa es la definición 

jurídica del ramo del cual se considera jefe al Ministro de la Presidencia, por tanto, su rango de 

acción permitido por la Constitución se circunscribe a dichas funciones. Además, la concepción 

de dicho Ministerio como un órgano de comunicación del Presidente de la República y del 
Consejo de Gabinete reafirma la subordinación jerárquica del Ministro de la Presidencia a 

lo dispuesto por aquellos. 
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El Ministro de la Presidencia es el titular del Ministerio de la Presidencia mas no lo es del 

Consejo de Gabinete ni mucho menos es superior del Presidente de la República, en 

consecuencia, mal puede adscribirse la facultad de tomar decisiones sobre lo actuado por 
ese organismo colegiado o por el primer mandatario.  

 

Consideramos evidente que el Ministro de la Presidencia ha transgredido sus facultades 

constitucionales al restringir la información descrita en la resolución impugnada, la cual 

dimana del Consejo de Gabinete y de la Presidencia de la República, y tal decisión debió 

ventilarse ante esas instancias y no unilateralmente por un Ministro de Estado.  
 

El artículo constitucional vulnerado es enfático en señalar que los Ministros de Estado 

ejercen jefatura dentro de sus respectivos ramos. Al excederse de su rango de acción 

permitido por la carta fundamental, el Ministro de la Presidencia origina una situación 

que deviene en inconstitucional.  

 
La Corte Suprema de Justicia, en materia constitucional, ha emitido fallos que aportan a 

esclarecer la problemática que se presenta para su decisión.  Transcribimos un extracto de la 

Sentencia de 7 de agosto de 2019 - Acción de Amparo de Garantías Constitucionales, 

interpuesta por el licenciado Carlos Enrique Fuentes Troncoso, en representación de Maryori 

Carolaín López Pitti contra el resuelto No.10-R-10, fechado 22 de febrero de 2017, dictado por 

el Ministerio de Seguridad Pública.  

 

Ponente: Abel Augusto Zamorano. Suscriben la decisión: José Eduardo Ayú Prado 

Canals  -- Cecilio A. Cedalise Riquelme  -- Hernán A. De León Batista  -- Harry Alberto 

Díaz González  -- Luis Ramón Fábrega Sánchez  -- Jerónimo Mejía E.  -- Oydén Ortega 

Durán  -- Ángela Russo De Cedeño.  

 

Tribunal: Corte Suprema de Justicia. Sala: Pleno. 
 

“…De igual manera, el artículo 194 de la Constitución Política establece que los 
Ministros de Estado son los jefes de sus respectivos ramos y participan con el 
Presidente de la República en ejercicio de sus funciones, de acuerdo con esta 
Constitución y la Ley. 
 

En efecto, los Ministros son colaboradores del Presidente y son jefes superiores 
de cada uno de los sectores administrativos que están confiados a sus 
Ministerios, entre los que está el ejercer el poder jerárquico al interior del 
Ministerio así como ejercer el control de tutela en el sector administrativo 
correspondiente. 
 

Por tanto, en cuanto a la atribución de ejercer el poder jerárquico al interior del 
ministerio, siendo esta una función general de dirigir el ministerio y es quien 
ejerce el control jerárquico sobre las personas de los funcionarios y sobre sus 
actos, a través de la Ley No. 15 de 14 de abril de 2010, de conformidad al artículo 
11, a nivel operativo se encuentra adscrito al Ministerio de Seguridad Pública, las 
direcciones de los estamentos de seguridad pública, como el de la Policía 
Nacional. 
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En efecto, al ejercer el Ministro del ramo, el poder de tutela en el sector 
administrativo, es a quien le corresponde primordialmente el ejercicio de este 
control, quien tendrá la competencia para la firma de los resueltos ministeriales, 
tal y como se encuentra previsto en el artículo 14 de la Ley No. 15 de 2010…” (El 
resaltado es propio) 

 

La citada decisión reafirma por parte del Pleno de la Corte Suprema de Justicia la calidad que 

tienen los Ministros de “colaboradores del Presidente” y de que ejercen su poder jerárquico “al 

interior del Ministerio”. Esto abona a la teoría del caso planteada en la presente demanda.  

 

La Real Academia Española nos define Jefe como “superior o cabeza de una corporación, 

partido y oficio”. Es comprensible que el Ministro de Estado solamente es el superior o cabeza 

del Ministerio que dirige, pero la Constitución le da el rango de Presidente del Consejo de 

Gabinete al Presidente de la República. 

 

Es claro que la situación descrita se excede los límites que permite la Constitución, ya que no le 
asiste competencia supra-ministerial al titular de la cartera que le permita tomar 

decisiones que afecten información cuyo titular es el Consejo de Gabinete o el Presidente 

de la República. 

 
Segundo. Violación Directa por Comisión del Artículo 199 de la Constitución Política de 

la República de Panamá: 

 
Artículo 199. El Consejo de Gabinete es la reunión del Presidente de la 
República, quien lo presidirá, o del Encargado de la Presidencia, con el 
Vicepresidente de la República y los Ministros de Estado. (El subrayado es 
propio) 

 

Entendiéndose que el Consejo de Gabinete es un organismo colegiado, presidido por el 
Presidente de la República, que requiere un quórum para funcionar y cuyas decisiones se 

adoptan conforme a reglas de mayoría, es claro que no le asiste competencia alguna al 

Ministro de la Presidencia para adjudicarse la facultad para emitir la declaratoria 

contenida en la resolución acusada de inconstitucional. 

 
Al Ministro de la Presidencia, como Secretario del Consejo de Gabinete, le corresponde llevar el 

libro de actas, pero no le ha sido conferida expresamente facultad alguna para tomar decisión 

sobre las mismas, ya que dichas actas son documentos expedidos y aprobados por el Consejo de 

Gabinete. El titular de dicho organismo es el Presidente de la República y sus decisiones se 

emiten conforme a las reglas previamente expuestas. 
 

Así las cosas, no existe fundamento constitucional que justifique la usurpación de la titularidad 

del Consejo de Gabinete por parte del Ministro de la Presidencia, en consecuencia, la resolución 

acusada entraña un exceso en el ejercicio de sus facultades que contraviene el orden 

constitucional. 
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Compartimos extracto de la Sentencia de 8 de mayo de 1992 – Demanda de 

Inconstitucionalidad, interpuesta por el licenciado Alberto Eduardo Guerra Pombar, actuando 

en su propio nombre y representación, contra el Decreto Ley 21, fechado 21 de noviembre de 

1989, dictado por el Consejo de Gabinete.  

 

Ponente: Fabián Echevers. Suscriben la decisión: José Manuel Faúndes -- Mirtza Angélica 

Franceschi de Aguilera  -- Aura Emérita Guerra de Villalaz -- Arturo Hoyos -- Carlos Lucas 

López  -- Rodrigo Molina  -- Juan Antonio Tejada Mora -- Raúl Trujillo Miranda.  

 

Tribunal: Corte Suprema de Justicia. Sala: Pleno. 

 

“…En relación con el artículo 153, numeral 16 de la Constitución, la situación 
prima facie, se presenta de manera distinta, toda vez que en la expedición del 
Decreto Ley que se examina no medió autorización de la Asamblea Legislativa, 
en directa violación de la previsión contenida en esa norma superior… 
 

…Toda vez que aparece comprobada la vulneración del artículo 153, numeral 16, 
de la Constitución, en la expedición del Decreto Ley 21 de 1989, a los efectos de 
resolver sobre la demanda formulada resulta innecesario examinar el resto de los 
cargos y alegaciones que trae el libelo in examine. 
 

En mérito de lo expuesto, la CORTE SUPREMA, PLENO, administrando justicia 
en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA QUE ES 
INCONSTITUCIONAL el Decreto Ley 21 de 1989…” (El resaltado es propio) 

 

En este fallo la Corte Suprema de Justicia declara la inconstitucionalidad de una norma en 

su totalidad por razones de haberse incumplido requisitos formales para su expedición.  
 

La situación es similar a la que presentamos en esta demanda, en la cual no objetamos el fondo 

de la norma sino la fuente que la emite, la cual es ilegítima y, en consecuencia, vulnera las 

jerarquías orgánicas de la estructura del Estado diseñadas por el constituyente.  
 

Tercero. Violación Directa por Comisión del Artículo 194 de la Constitución Política de 

la República de Panamá: 

 
Artículo 194. Los Ministros de Estado son los jefes de sus respectivos ramos y 
participan con el Presidente de la República en el ejercicio de sus funciones, de 
acuerdo con esta Constitución y la Ley. (El subrayado es propio) 

 

Cuarto. Violación Directa por Comisión del Artículo 17 de la Constitución Política de 

la República de Panamá: 
 

Artículo 17. Las autoridades de la República están instituidas para proteger en su 
vida, honra y bienes a los nacionales dondequiera se encuentren y a los 
extranjeros que estén bajo su jurisdicción; asegurar la efectividad de los derechos 
y deberes individuales y sociales, y cumplir y hacer cumplir la Constitución y la 
Ley. 
 

Los derechos y garantías que consagra esta Constitución, deben considerarse 
como mínimos y no excluyentes de otros que incidan sobre los derechos 
fundamentales y la dignidad de la persona. (El subrayado es propio) 
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Al excederse en el ejercicio de sus funciones, el Ministro de la Presidencia incurre en una 

extralimitación de funciones que vulnera directamente su deber constitucional de cumplir con la 

Constitución Política, conforme lo establece el artículo 17 constitucional. Incluso la carta 

fundamental consagra como causal de responsabilidad para los servidores públicas la 

extralimitación. 
 

Artículo 18. Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por 
infracción de la Constitución o de la Ley. Los servidores públicos lo son por esas 
mismas causas y también por extralimitación de funciones o por omisión en el 
ejercicio de éstas. (El subrayado es propio) 

 
Quinto. Violación Directa por Comisión del Artículo 19 de la Constitución Política de 

la República de Panamá: 
 

Artículo 19. No habrá fueros o privilegios ni discriminación por razón de raza, 
nacimiento, discapacidad, clase social, sexo, religión o ideas políticas. 

 

Lo actuado por el Ministro de la Presidencia desconoce lo dispuesto en el artículo 19 

constitucional, ya que al abrogarse una decisión por encima del Consejo de Gabinete y del 

Presidente de la República se crea una situación de evidente privilegio a su favor. Existe un 

distingo hacia él que lo coloca en una situación de ventaja por sobre sus colegas Ministros de 

Estado.  
  
Sexto.       Además se quebranta el Principio de Supremacía de la Constitución, toda vez que 

encontrándose todas las normas de jerarquía inferior subordinadas a su mandato, no es viable 

que se emitan normas en abierta contravención de los preceptos orgánicos por ella establecidos. 
 

Los poderes del Estado encuentran su legitimidad en la Constitución. No pueden emitirse 

normas que violenten el diseño de la estructura orgánica establecida en ella. Cada servidor 

público que ejerza un cargo establecido por la norma fundamental –como lo es el cargo de 

Ministro de Estado- debe ejercerlo en consonancia con las facultades y límites que consagra la 

Constitución Política, por tanto, no les es dable excederse ni abrogarse facultades que no le 

corresponden ni mucho menos que invadan el espectro funcional de otros, como lo son el 

Presidente de la República y el Consejo de Gabinete. 
 

Séptimo. Conforme a la doctrina constitucional, las constituciones constan de cuatro partes: 

el preámbulo, la parte dogmática, la parte orgánica y la cláusula de reforma. De manera que es 

evidente que cada una de ellas reviste de especial importancia y tiene un profundo sentido de 

existir. En la parte orgánica precisamente se diseña la forma del Estado, jerarquías, funciones, 

límites y otras especificidades de los organismos que integran la función pública. 
 

Octavo. Como conclusión consideramos que la declaratoria de inconstitucionalidad 

solicitada en la presente demanda es procedente, por consagrarse en la resolución acusada un 

acto de un Ministro de Estado que a todas luces excede los límites del ejercicio de sus 
facultades establecidas en la Constitución Política y, por ende, contraviene el orden 

constitucional.  
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Cerramos la argumentación con un ejemplo: la constitución permite la emisión de Leyes, pero 

no a cualquier ente del Estado. Deben ser emitidas por la Asamblea Nacional. De esa misma 

forma si otro ente gubernamental emitiera una norma con la calificación de Ley, la misma 

debería ser completamente inconstitucional al provenir de un organismo no facultado por la 

norma fundamental para dicho fin. Así mismo consideramos que la declaratoria realizada en 

la norma impugnada no es constitucionalmente viable por parte del Ministro que la emite.  

 

V. DERECHO: Artículo 194 y 199 de la Constitución Política de la República. 

 
VI. PRUEBAS: Invocamos la Gaceta Oficial 29357-B de viernes 20 de agosto de 2021 en la 

cual fue publicada la Resolución Nº71 de miércoles 4 de agosto de 2021, emitida por el 

Ministerio de la Presidencia. (Disponible en formato digital) 

 
Panamá, a la fecha de su presentación. 
 
 
 
 
Daniel Arturo Lombana Franceschi  
Abogado 
























































